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EXPEDIENTE: TEEA-RAP-024/2021.

PROMOVENTE: C. Graciela Bautista Castañeda

AUTORIDAD RESPONSABLE: Consejo General del Instituto Estatal Electoral.

MAGISTRADA PONENTE: Héctor Salvador Hernández Gallegos.

SECRETARIO DE ESTUDIO: Daniel Omar Gutiérrez Ruvalcaba.

SECRETARIOS JURIDICOS: David Antonio Chávez Rosales y Tomás Huizar Jiménez. 


                       Aguascalientes, Aguascalientes a veintinueve de abril de dos mil veintiuno.


SENTENCIA DEFINITIVA, mediante la que se confirma la resolución impugnada, por considerarse que quien solicita licencia de separación del cargo para contender por un puesto de elección popular, no se encuentra obligado a gestionar la aprobación de la misma.

GLOSARIO

	Promovente:


IEE:

Secretario Ejecutivo:

Tribunal Electoral:
	C. Graciela Bautista Castañeda.


Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes.

Secretario Ejecutivo del Consejo General del Instituto Estatal Electoral.

Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes

	
	

	TEPJF:

PRI:

MORENA:

Consejo General:
	Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

Partido Revolucionario Institucional.

Partido político MORENA.

Consejo General del Instituto Estatal Electoral.




[bookmark: _Toc69406586]1. ANTECEDENTES[footnoteRef:1]. [1:  Todas las fechas corresponden al dos mil veintiuno salvo precisión en lo contrario.] 


De las constancias de autos y de las afirmaciones realizadas por las partes, se advierten los siguientes hechos relevantes.

1.1. Agenda Electoral: El veintiuno de octubre de dos mil veinte, el Consejo General del IEE, emitió el acuerdo identificado con la clave CG-A-28/2020 mediante el cual se aprobó la agenda electoral del proceso electoral concurrente ordinario 2020-2021. 

1.2. Proceso Electoral 2020-2021: El tres de noviembre de dos mil veinte, dio inicio el Proceso Electoral Concurrente Ordinario 2020-2021, para renovar los Ayuntamientos y las Diputaciones del Estado de Aguascalientes.

1.3. Registro de candidaturas: Del quince al veinte de marzo, se estableció el periodo para la presentación de solicitudes de registros de candidaturas para la integración de los once Ayuntamientos y el H. Congreso del Estado por los principios de mayoría relativa y representación proporcional en el actual Proceso Electoral.

1.4. Candidaturas de MORENA: El veinte de marzo, MORENA, presentó sus solicitudes de registro de candidaturas; de las cuales se desprende la presentación de la solicitud de registro de la candidatura al cargo de Diputación propietaria por el principio de mayoría relativa en el distrito uninominal XVI de la ciudadana Irma Karola Macías Martínez, ante el Consejo Distrital Electoral XVI.

1.5. Aprobación del registro: El treinta y uno de marzo, mediante la resolución identificada con la clave CDE16-R-05/21, emitida por el Consejo Distrital Electoral XVI del IEE, se aprobó el registro de la candidatura de la ciudadana Irma Karola Macías Martínez, al cargo de Diputación propietaria por el principio de mayoría relativa, en el Distrito Electoral Uninominal XVI.

1.6. Recurso de inconformidad: el cuatro de abril, inconforme con la aprobación del registro precisado en el numeral anterior, la promovente interpuso un recurso de inconformidad ante el Consejo Distrital Electoral XVI del IEE. Referido recurso fue identificado con la clave IEE/RI/010/2021.

1.7. Resolución del recurso: El veintiuno de abril, el Consejo General del IEE, emitió la resolución identificada con la clave CG-R-47/21 respecto al recurso de inconformidad IEE/RI/010/2021, promovido en contra de la resolución identificada con la clave CDE16-R-05/21, emitida por el Consejo Distrital Electoral XVI del IEE.

1.8. Tramite y turno jurisdiccional. El veintiocho de abril, se recibieron la totalidad de las constancias que integran el recurso de mérito, y de inmediato, la Magistrada Presidenta ordenó integrar los expedientes y turnó los autos a la ponencia del Magistrado Héctor Salvador Hernández Gallegos.

1.9. Radicación, admisión y cierre de instrucción. En su oportunidad, el Magistrado Instructor radico el expediente, admitió el juicio, declaró cerrada la instrucción y ordenó formular el proyecto de resolución.

[bookmark: _Toc69406587]2. CONSIDERANDOS. 

2.1 Competencia. Con fundamento en lo establecido en el artículo 17, apartado B, quinceavo párrafo de la Constitución Política del Estado de Aguascalientes; en relación con los artículos 297, fracción II, 335, fracción II, 336 y 337 del Código Electoral; este Tribunal Electoral, ejerce jurisdicción, y es competente para conocer y resolver el presente asunto por tratarse de un recurso de apelación promovido para controvertir una resolución dictada por el IEE.

2.2. Procedencia. El asunto en cuestión, cumple con los requisitos de procedencia previstos en los artículos 302 párrafo primero y 307 del Código Electoral del estado, además de que no se actualiza causal alguna de improcedencia prevista en el artículo 304 del citado ordenamiento, lo cual se atiende de manera previa y oficiosa al pronunciamiento del fondo del asunto.

2.3. Forma. La demanda se presentó por escrito ante la autoridad responsable, y en ésta se hizo constar nombre y firma autógrafa de quien promueve, su domicilio para oír y recibir notificaciones, así como la persona autorizada para ello; además, se identifica el acto impugnado y la autoridad responsable; se mencionan los hechos en que basan su impugnación, los agravios que, supuestamente, causan el acto controvertido, y los preceptos presuntamente violados.

2.4. Oportunidad. Se estima satisfecho este requisito, pues de las constancias que obran en autos, la actuación combatida fue emitida el veintiuno de abril, y el respectivo recurso se interpuso el veinticuatro del mismo mes, por lo que se acredita que el medio impugnativo se presentó dentro del plazo legal previsto en el artículo 301 del Código Electoral del Estado.

2.5. Legitimación y personería. Los requisitos que nos ocupan se satisfacen, ya que quien promueve, se ostenta como candidata a diputada por el PRI en el distrito electoral XVI, lo que resulta suficiente para tener por reconocida la legitimación con la que comparece.

2.6. Interés jurídico. La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ha sostenido en criterios reiterados, que, por regla general, el interés jurídico procesal se surte, si en la demanda se aduce la infracción de algún derecho sustancial del actor y a la vez éste hace valer, que la intervención del órgano jurisdiccional será necesaria y útil para lograr la reparación de esa conculcación. 

En el caso que se estudia, sí se satisface el requisito de mérito, en razón de que la parte actora, como candidata a diputada, cuenta con interés jurídico para controvertir el registro de otra candidata para el mismo cargo, en razón de que, con independencia si le asiste o no la razón en el estudio del fondo, se debe garantizar que los candidatos a un mismo cargo, compitan en condiciones de igualdad para la obtención del respaldo ciudadano, lo que se lograría en principio, si los contendientes cumplen con los requisitos legales para ser considerados como candidatos.

Esta determinación, tiende a potenciar la tutela judicial efectiva, con el objeto de que cumpla plenamente con el artículo 23 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos y, como tal, sea un recurso judicial efectivo; contemplado también a la luz del artículo 1, 63.1 de la Convención Americana y 1°, párrafos segundo y tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tanto en lo referente a la interpretación pro persona, como a la obligación de las autoridades del Estado mexicano de reparar las violaciones a derechos humanos.

Asimismo, en el presente asunto se advierte que la parte actora pretende que se procure el principio de equidad en la contienda, al cuestionar temas que involucran la no separación del cargo y, por tanto, el supuesto uso de recursos públicos que generen una ventaja del candidato demandado.
De ahí que, este Tribunal le restituya al promovente, en la posible vulneración al principio de legalidad y equidad. En esa línea argumentativa, a la actora sí se le reconoce el interés jurídico para promover el presente recurso y constituirá una cuestión diferente la determinación, sobre si en realidad queda demostrada una lesión a su esfera jurídica, pues este punto atañe al fondo del asunto. Máxime que la promovente fue actora en el recurso de inconformidad que se impugna. 

Sirve de sustento a lo anterior, el criterio jurisprudencial sostenido por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación[footnoteRef:2]. [2:  Jurisprudencia 7/2002.La Sala Superior en sesión celebrada el veintiuno de febrero de dos mil dos, aprobó por unanimidad de votos la jurisprudencia que antecede y la declaró formalmente obligatoria.] 


"INTERÉS JURÍDICO DIRECTO PARA PROMOVER MEDIOS DE IMPUGNACIÓN. REQUISITOS PARA SU SURTIMIENTO". La esencia del artículo 10, párrafo 1, inciso b), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral implica que, por regla general, el interés jurídico procesal se surte, si en la demanda se aduce la infracción de algún derecho sustancial del actor y a la vez éste hace ver, que la intervención del órgano jurisdiccional es necesaria y útil para lograr la reparación de esa conculcación, mediante la formulación de algún planteamiento tendiente a obtener el dictado de una sentencia, que tenga el efecto de revocar o modificar el acto o la resolución reclamados, que producirá la consiguiente restitución al demandante en el goce del pretendido derecho político-electoral violado. Si se satisface lo anterior, es claro que el actor tiene interés jurídico procesal para promover el medio de impugnación, lo cual conducirá a que se examine el mérito de la pretensión. Cuestión distinta es la demostración de la conculcación del derecho que se dice violado, lo que en todo caso corresponde al estudio del fondo del asunto.

[bookmark: _Toc69406588]2.7. Definitividad. Este requisito se encuentra colmado en el recurso objeto de resolución en este fallo, en los términos analizados anteriormente al estudiarse la procedencia del mismo; además que, dentro del Código Electoral no se prevé medio de impugnación diverso por el que previamente se pueda combatir el acto que se impugna.

3. TERCEROS INTERESADOS.

Comparece la C. Irma Karola Macias Martínez con el carácter de tercera interesada en el presente asunto, quien esencialmente manifiesta, que la mera emisión del acuerdo impugnado, no le causa algún agravio a la promovente de manera personal y directa sobre un derecho público subjetivo.

Además, sugiere que el medio de impugnación debe desecharse, pues afirma que la parte actora carece tanto de interés jurídico, como de interés legítimo, ya que no se desprende que sea titular de un derecho subjetivo o que, en su caso, pertenezca a un grupo que sufra un agravio con la emisión del acto de autoridad combatido.

Luego, afirma que la accionante contradice su dicho al reconocer la existencia de un escrito de solicitud de licencia, y que sostiene temerariamente, que no se separó del cargo sino hasta el día veinticuatro de marzo, sin embargo, aduce que en tal fecha sesionó el cabildo sin que hubiera tenido participación alguna, con lo que se descarta lo esgrimido por la actora.

Además, sostiene que ha sido criterio resuelto por el Tribunal Electoral que, el requisito de separación del cargo se cumple cuando el servidor público solicita la licencia y se separa materialmente de éste, con independencia de la fecha en que la autoridad responsable, en este caso el Cabildo, sesione para la aprobación de la licencia y en su caso, la toma de protesta de ley su suplente.

[bookmark: _Toc69406589]4. FIJACIÓN DEL ACTO COMBATIDO Y AGRAVIOS.

En cuanto a los agravios de quien promueve, y a fin de señalar de manera general los argumentos que hace valer, se hace una síntesis de los mismos, sin que ello constituya una transgresión a los principios de congruencia y exhaustividad, pues tales principios se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate derivados de la demanda o del escrito de expresión de agravios, se estudian y se les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis.

Entonces, es importante retomar lo que ha determinado la Sala de la SCJN en cuanto a la transcripción de los mismos, jurisprudencia número 2ª./J.58/2010, de rubro: CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN[footnoteRef:3].  [3: Jurisprudencia 2a./J. 58/2010. CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. Consultable en la URL: https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Clase=DetalleTesisBL&ID=164618&Semanario=0 ] 


Cabe señalar que de conformidad con la jurisprudencia 3/2000, de rubro: “AGRAVIOS. PARA TENERLOS POR DEBIDAMENTE CONFIGURADOS ES SUFICIENTE CON EXPRESAR LA CAUSA DE PEDIR[footnoteRef:4]” así como la diversa de rubro: “DEMANDA. ESTUDIO INTEGRAL PARA DESENTRAÑAR LA CAUSA DE PEDIR[footnoteRef:5]”, todos los razonamientos y expresiones que aparezcan en la demandas, constituyen un principio de agravio, con independencia de su presentación, formulación o construcción lógica, ya sea como silogismo o mediante cualquier fórmula deductiva o inductiva, por lo que basta que las partes actoras expresen con claridad la causa de pedir, precisando la lesión o agravio que les causan las resoluciones impugnadas y los motivos que originaron los agravios, para que, con base en ello se pueda advertir de manera plena lo realmente planteado.  [4:  Visible a fojas 117 a 118, del Volumen 1, de la citada Compilación de Jurisprudencia y Tesis en la Materia.]  [5:  Consultable en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo XXXIII, abril de 2011, página 1299.
] 


4.1. Síntesis de los agravios.

Este Tribunal, en ejercicio de sus atribuciones, procede a analizar de manera íntegra el escrito de demanda, a efecto de identificar los agravios, con independencia de su ubicación; En ese tenor, es importante resaltar que, en apego a los derechos humanos de acceso a la jurisdicción y tutela judicial efectiva contenido en los artículos 17, párrafo segundo de la Constitución Federal; 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos y; 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos[footnoteRef:6], los jueces nacionales deben tomar medidas que faciliten que los planteamientos de los justiciables reciban un tratamiento tal, que otorguen la máxima protección posible de sus derechos, para lo cual, no debe atenderse únicamente a la literalidad de sus afirmaciones, sino al sentido integral de estas y, en el caso de que el marco jurídico lo permita, a considerarlos en la forma que más les favorezca. [6:  Artículo 17. (…) 
Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.] 


Además, se tiene en cuenta que para la expresión de la inconformidad no es necesario que se emplee una determinada fórmula o se siga un silogismo; para tener configurados los agravios, basta con que se señale claramente la causa de pedir, como se razona en la Jurisprudencia 2/98 de la Sala Superior, de rubro: “AGRAVIOS. PUEDEN ENCONTRARSE EN CUALQUIER PARTE DEL ESCRITO INICIAL”

Así, en acatamiento al principio de economía procesal y, por no constituir un deber jurídico a cargo de este Tribunal su inclusión en el texto del presente fallo, se estima innecesario transcribir los agravios de quien impugna[footnoteRef:7] más cuando se tienen a la vista en el expediente para su debido análisis; no obstante, y con la finalidad de resolver con claridad el presente asunto, se realiza la síntesis correspondiente. [7:  Al respecto, es orientadora la jurisprudencia 58/2010 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro y texto siguientes: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer”.] 


Del análisis integral del escrito de demanda, este órgano jurisdiccional local advierte esencialmente la fijación un agravio vertido, del cual se desprenden los elementos que se precisan enseguida:

· La resolución del CG del IEE identificada con la clave CG-R-47/21 violenta los preceptos constitucionales 1, 14, 16, 17 y 41 de la Constitución federal.
· La omisión de Irma Karola Macias Martínez, de separarse del cargo de regidora noventa días antes del día de la elección, viola la constitución[footnoteRef:8] y la tesis jurisprudencial[footnoteRef:9] de la Sala Superior.  [8:  Artículo 132 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.]  [9:  SEPARACION DEL CARGO. SU EXGIBILIDAD ES HASTA LA CONCLUSIÓN DEL PROCESO ELECTORAL (LEGISLACION DE MORELOS Y SIMILARES) …] 

· Al no privarse del cargo en cuestión, -independientemente de la fecha en que presentó su solicitud de licencia-, Irma Karola es responsable de la falta de una acción para obtener la separación. 

4.2 Precisión del acto impugnado.

La autoridad responsable en lo que interesa en el presente medio impugnativo, resolvió en la actuación impugnada CG-R-47/21 lo siguiente:

“PRIMERO. Este Consejo General, es competente para emitir la presente resolución, de conformidad con lo establecido en los Considerandos que lo integran. 

SEGUNDO. Este Consejo General determina CONFIRMAR la resolución identificada con la clave CDE16-R-05/21, emitida por el Consejo Distrital Electoral XVI en sesión extraordinaria especial de fecha treinta y uno de marzo del año en curso, mediante la cual, se aprueba el registro de la ciudadana Irma Karola Macías Martínez, como candidata propietaria al cargo de Diputación por el principio de mayoría relativa en el distrito electoral uninominal XVI, por el partido político denominado MORENA, dentro del actual Proceso Electoral Concurrente Ordinario 2020-2021, en términos del artículo 334 del Código Electoral del Estado de Aguascalientes, lo anterior en términos del Considerando DECIMOQUINTO[footnoteRef:10] de la presente resolución.  [10:  DECIMOQUINTO. DETERMINACIÓN DE ESTE CONSEJO GENERAL. Del análisis de las constancias que obran en el expediente del Recurso de Inconformidad IEE/RI/010/2021 y lo expuesto en los Considerandos que integran la presente resolución, en específico lo relativo estudio de fondo del Considerando DECIMOCUARTO, se determina que el AGRAVIO ÚNICO hecho valer por la recurrente en su escrito de presentación del medio de impugnación en comento, así como los argumentos que manifiesta, son infundados e inoperantes.] 

[...]


5. CUESTION JURÍDICA A RESOLVER

En consideración a los puntos que anteceden, este Tribunal Electoral estima que la cuestión jurídica a resolver consiste en determinar lo siguiente:

· Determinar si Irma Karola Macías Martínez incurrió en alguna omisión respecto a la separación del cargo, a efecto de contender como candidata a un cargo de elección popular.
· En tal sentido, establecer si existió alguna violación a la normativa constitucional y jurisprudencial.
· Concluir, si el acuerdo CG-R-47/21 emitido por el Consejo General del IEE debe confirmarse o revocarse.

De tal manera, que, esta autoridad jurisdiccional advierte que la pretensión final de la promovente, resulta ser que se revoque la resolución impugnada y en consecuencia se declare la inelegibilidad de Irma Karola Macias Martínez.

6. ESTUDIO DE FONDO.
6.1 Marco normativo.
    
El artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), establecen que todos los ciudadanos gozaran del derecho de ser elegidos en elecciones periódicas:

Artículo 25

Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades: 

a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos;

b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores; 

c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.

El artículo 23 

1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: 

a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos; 

b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y 

c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 

2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal.

Por su parte, la Constitución Federal en su numeral 35 dispone: 

Artículo 35. Son derechos de la ciudadanía: 
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II. Poder ser votada en condiciones de paridad para todos los cargos de elección popular, teniendo las calidades que establezca la ley. El derecho de solicitar el registro de candidatos y candidatas ante la autoridad electoral corresponde a los partidos políticos, así como a los ciudadanos y las ciudadanas que soliciten su registro de manera independiente y cumplan con los requisitos, condiciones y términos que determine la legislación;

La Constitución Política del Estado de Aguascalientes,

Artículo 20.- No pueden ser electos Diputados:

I.- Las personas que desempeñen cargos públicos de elección popular, sean de la Federación, del Estado o Municipales.

II.- Los Magistrados, tanto del Supremo Tribunal de Justicia como de la Sala Administrativa, del Tribunal Electoral y los Jueces; Secretarios de los diversos ramos del Poder Ejecutivo y de los Ayuntamientos del Estado; el Fiscal General del Estado; los Consejeros Electorales del Consejo General del Instituto Estatal Electoral, el Presidente de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Aguascalientes, el Comisionado Presidente y los Comisionados Ciudadanos del Instituto de Transparencia del Estado de Aguascalientes; y los delegados de las dependencias federales en el Estado.

III.- Los individuos que hayan sido condenados por delito intencional a sufrir pena privativa de la libertad o que tengan una sentencia que haya causado estado por Faltas Administrativas Graves en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado; y

IV.- Los que pertenezcan al estado eclesiástico o sean ministros de cualquier culto.

Los ciudadanos comprendidos en las Fracciones I y II de este Artículo, podrán ser electos diputados, si se separan de sus cargos o empleos noventa días antes de la elección salvo que esta Constitución establezca otro término.

6.2 LOS EFECTOS DE LA LICENCIA DE SEPARACIÓN DEL CARGO NO ESTÁN SUJETOS A LA APROBACIÓN RESPECTIVA.

En el escrito de demanda, la promovente esencialmente plantea que Irma Karola Macias Martínez, ostenta el cargo de regidora en el cabildo de Aguascalientes, y que, para el actual proceso electoral, se registró como candidata a diputada propietaria en el distrito electoral XVI, sin separarse del cargo inicial con el lapso temporal requerido por ley.

Es decir, sostiene la promovente que, pese a que ciudadana citada, -el cinco de marzo- presentó un escrito en el que solicitó la licencia respectiva, la autoridad pertinente atendió en sentido favorable hasta el 24 de marzo, siendo diecinueve días después, por lo que debe entenderse que no se separó del cargo de manera oportuna, incumpliéndose con el requisito de elegibilidad contenido en el artículo 20 de la Constitución Política del Estado de Aguascalientes.

Esta autoridad jurisdiccional considera infundado el agravio hecho valer por la promovente, toda vez que, tal y como lo estableció en la resolución impugnada el Consejo General del IEE, el requisito de elegibilidad se cumple cuando el servidor público solicita con el tiempo debido la licencia para hacerlo y se separa materialmente de su cargo con la anticipación exigida por ley, con independencia de si se acuerda oportunamente y en sentido favorable o no por la autoridad encargada de hacerlo.[footnoteRef:11] [11:  Véase sentencia dictada en los juicios SUP-RAP-113/2009, SUP-RAP-116/2009 y SUP-RAP-118/2009, acumulados. Similar criterio se sostuvo en los juicios SUP-JRC-024/99, SUP-REC-18/2006, el SUP-JRC-115/2006, el SUP-JRC-130/2006, el SUP-JDC-1113/2006 y SUP-JDC-1114/2006 acumulados, así como SUP-JRC-361/2007 y SUP-JDC-2041/2007.] 


Asimismo, las causas de inelegibilidad restringen el derecho al voto pasivo, por lo cual, deben interpretarse en forma restrictiva, de ahí que si en la ley no se exige que la renuncia se presente por escrito y que sea autorizada por quien corresponda, tampoco puede exigirse esa formalidad, máxime cuando la concesión de la licencia no depende de la voluntad del solicitante.[footnoteRef:12] [12:  Véanse sentencias dictadas en los juicios SUP-JRC-160/2001 y SUP-JRC-161/2001, cuyo criterio fue reiterado en los diversos SUP-RAP-113/2009, SUP-RAP-116/2009 y SUP-RAP-118/2009, acumulados. Asimismo, en la sentencia dictada en estos últimos, la Sala Superior añadió:" si la separación del cargo es para ejercer el derecho a ser votado, entonces no es necesario el consentimiento expreso por escrito del solicitante o el acuerdo de aceptación, pues lo verdaderamente importante es que quienes fueron registrados como candidatos, se hayan retirado materialmente del ejercicio de las funciones que desempeñaban como servidores públicos, con independencia de que se hayan aprobado o no las licencias que presentaron, puesto que la ley no exige ese requisito para ser candidato."] 


Con base a lo anterior, la Sala Regional Monterrey del TEPJF, ha concluido que los efectos de las licencias solicitadas no se encuentran supeditadas a la aprobación de las autoridades respectivas.[footnoteRef:13]  [13:  SM-JDC-503/2015 Y SU ACUMULADO SM-JRC-129/2015.] 

Por tanto, conforme a los parámetros descritos, la interpretación literal de tales disposiciones resulta la más benéfica para quien solicite respectiva licencia, pues conforme a su texto, basta con que el ciudadano haya solicitado licencia y se separa materialmente del cargo, para que se estime satisfecho el requisito de elegibilidad en cuestión.[footnoteRef:14] [14:  Similar criterio fue sostenido por la Sala Regional del Distrito Federal de este Tribunal Electoral, al resolver el juicio ciudadano SDF-JDC-99/2015.] 


Entonces, en principio, debe tenerse por satisfecho el requisito de elegibilidad en análisis, sin perjuicio de que, en su caso, se desvirtúe lo anterior mediante pruebas que demuestren que el ciudadano siguió ejerciendo facultades del cargo que ostentaba -cuestión que no se acredita en el presente asunto-.[footnoteRef:15] [15:  Al tratarse de un requisito de elegibilidad de carácter negativo, la carga de la prueba corresponde a quien afirma que no se satisface.] 


Consecuentemente, se debe considerar la separación efectiva del cargo a partir de la presentación de la solicitud, independientemente de la fecha en que se haya aprobado, por lo que, estrictamente, la C. Irma Karola Macías Martínez se separó de la regiduría que ostentaba desde el cinco de marzo, tal y como se establece y solicita en su escrito respectivo.

Es decir, ante la falta de constancias que sugieran la no separación material de la ciudadana de la cual se cuestiona su registro, la petición expresa debidamente presentada ante el Cabildo, debe tenerse como causa suficiente para justificar la cuestión planteada, por lo que, si la autoridad incurre en omisiones o dilaciones respecto a la atención del mismo, no es factible imputarle tal responsabilidad al solicitante ante la falta de respuesta que garantice su pretensión, siendo, en todo caso el Cabildo respectivo, quien tendría que excusar la dilación en la que incurrió al atender la licencia.

Esto es así porque tratándose de una solicitud de licencia para poder participar de manera plena en una contienda electoral, la causa justificada se presume como veraz, por lo que es el Cabildo correspondiente al que le atañe desvirtuar esa presunción mediante un método argumentativo aceptable, que exponga fundamentos legales de peso, debidamente motivados y probados.

Consecuentemente, son infundados los agravios vertidos por la actora.

6.3. NO SE ACREDITA INDEBIDA UTILIZACIÓN DE RECURSO PÚBLICOS.

La parte actora aduce que la resolución impugnada es ilegal, dado que la C. Irma Karola Macías Martínez, al no separarse del cargo, estuvo en posibilidad de seguir percibiendo ilícitamente recursos públicos del Ayuntamiento de Aguascalientes.

Sin embargo, el Consejo General en la resolución impugnada concluyó, que de un análisis de las constancias que integraban el sumario, era factible estimar, que la remuneración que tiene a su disposición en el ejercicio del cargo la referida ciudadana, fue reintegrada a las arcas del Ayuntamiento de Aguascalientes, por lo que era oportuno determinar que no existieron pagos que se hubieran efectuado de manera indebida, y/o recursos públicos empleados ilícitamente.

Se suma a lo anterior que, no se advierte que la promovente controvierta frontalmente las determinaciones arribadas por la autoridad responsable, en cuanto a los razonamientos vertidos en la resolución impugnada, sobre la reintegración de los emolumentos destinados como concepto de nómina, y que ellos hayan sido suficientes para suprimir responsabilidad de la ciudadana de la que se cuestiona su elegibilidad. 

En consecuencia, son ineficaces los agravios vertidos por la actora.

[bookmark: _Toc69406592]7. RESOLUTIVOS

ÚNICO. – Se confirma la resolución impugnada.

NOTIFÍQUESE como en derecho corresponda y en su oportunidad archívese el presente expediente como asunto concluido. 

Así lo resolvió el Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, por unanimidad de votos de las Magistradas y el Magistrado que lo integran, ante el Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.  
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